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CARENCIA ACTUAL DE OBJETO/ La supuesta situación vulneradora ha quedado superada
“(…) las causas primigenias que dieron origen a la acción de tutela han desaparecido durante el trámite de ésta, ello por la actividad del Grupo de Asuntos Penitenciarios del INPEC, oficina que a pesar de no haber sido vinculada al presente asunto, como debió realizarse, le informó al Despacho de primer nivel que se accedió a la petición del actor y por ende se ordenó su traslado del patio 4 al pabellón ERE del EPMSC de Pereira, configurándose con ello la figura del hecho superado.”   

Citas: Corte Constitucional, sentencia T-727 de 2010 
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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el señor WADIL VALLECILLA FLORIÁN, contra el fallo del 25 de agosto de 2015, mediante el cual el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local, decidió negar la tutela de los derechos fundamentales invocados por él en contra del INPEC. 
ANTECEDENTES

Relata el accionante que actualmente se encuentra detenido en la cárcel La 40 de la ciudad de Pereira en calidad de imputado, toda vez está siendo investigado por la Fiscalía General de la Nación por su presunta comisión del delito de tráfico de estupefacientes. Indica que dentro del penal fue ubicado en el patio 4, lugar que no reúne las condiciones de seguridad que él requiere ya que entre el 2 de marzo de 2001 y el 27 de abril de 2009 fue miembro activo de la Policía Nacional en calidad de Patrullero, situación por la cual se pone en riesgo su integridad física al tenerlo recluido con particulares. 
Teniendo en cuenta lo anterior, afirma el actor que el 16 de junio de 2015 solicitó su traslado al patio ERE dada su condición de exservidor público, pero a la fecha de presentación de la tutela la misma no había sido resuelta, haciéndose con ello evidente la vulneración de sus derechos fundamentales toda vez que pasado más de un mes no le han comunicado ninguna decisión frente a su pedido. 

Por todo lo dicho, solicita se protejan sus derechos fundamentales y en consecuencia se le ordene al INPEC o al Director de la cárcel La 40, que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación del fallo, proceda a hacer efectivo su traslado al patio ERE de ese centro de reclusión.  
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local, mediante auto del 11 de agosto de 2015 admitió la petición de amparo interpuesta, negó la medida provisional solicitada y ordenó la notificación a la parte accionada en la forma indicada en la ley, después de lo cual y al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió, en sentencia del 25 de agosto de 2015, negar la tutela de los derechos fundamentales invocados por el señor Vallecilla, por considerar que en el presente asunto, los términos para resolver la petición aún no encontraban vencidos, toda vez que la misma fue presentada ante el EPMSC de Pereira, quien no es el competente para decidir sobre el asunto, razón por la cual le corrió traslado de la misma a la  Dirección General del INPEC con oficio No. 3329 que fuera recibido allí el 3 de agosto de 2015, dándose a entender con ello que la Coordinadora de Asuntos Penitenciarios del INPEC aún se encontraba dentro del término legalmente establecido para resolver sobre el asunto.  
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN
Una vez conoció el fallo de tutela el señor Wadil procedió a impugnarlo, dejando constancia de ello al lado de su firma durante la diligencia de notificación personal, llevada a cabo el 31 de agosto de 2015 y visible a folio 28 del cuaderno de tutela, sin allegar posteriormente escrito alguno que sustentara su inconformidad. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000. 

Visto lo obrante en el expediente se tiene que la presente acción constitucional tiene su origen en la presunta vulneración por parte de la Dirección del EPMSC de Pereira, del derecho fundamental de petición del accionante, toda vez que desde el 16 de junio de 2015, realizó solicitud de cambio de patio para el ERE, por cuanto él se desempeñó hasta el año 2009 como patrullero de la Policía Nacional, sin que al momento de la presentación de la tutela el 10 de agosto de 2008 la misma se hubiese resuelto. 
De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para su protección. 

La tutela es un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir, sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido birlados por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana. 
El asunto que ocupa la atención de esta Corporación, se concentra en el cuestionamiento que se hace al fallo de primer nivel que le negó al actor la tutela pedida, toda vez que el A-quo consideró que los términos para darle respuesta a su petición aún no se encontraban vencidos, ya que el 3 de agosto de 2015, la Coordinadora de Asuntos Penitenciarios del INPEC recibió la misma por ser la competente para resolverla.  
De acuerdo a lo anterior, debe decir la Sala que se avizora una causal de nulidad dentro del presente asunto, toda vez que revisado el expediente se evidenció que el Juez A-quo, a pesar de haber tenido conocimiento de la respuesta dada por la cárcel La 40, el 18 de agosto de 2015, no vinculó al presente asunto a la oficina que era la competente para darle respuesta a la petición del accionante, situación que era importante para la resolución del caso. Sin embargo, dentro del libelo encontró la Colegiatura que el 3 de septiembre de ese mismo año, el Despacho de primera instancia recibió oficio remitido por la Coordinación de Asuntos Penitenciarios del INPEC en donde se le comunicó que ya se había ordenado el traslado del interno Wadil Vallecilla Florián al pabellón denominado “Establecimiento de Reclusión Especial” de la Cárcel La 40 de Pereira (fl. 38). 
Así las cosas, encuentra la Sala que con la actuación realizada por la entidad accionada, se ve resuelta la pretensión de la accionante con la presente acción constitucional, que no era otra más que ser traslado al patio ERE de la cárcel de varones local; por ende, hacer un análisis profundo sobre lo ajustado o no a derecho que estuvo el fallo de primer nivel, resultaría inocuo por cuanto, como ya se dijo, la pretensión del libelista se encuentra satisfecha. 
En situaciones como la ahora presentada, ha reiterado la Corte Constitucional, que surge el fenómeno jurídico del hecho superado, cuando así sea en forma tardía y antes de adoptarse la decisión en sede constitucional, se restablece el derecho fundamental conculcado. 
Así lo ha consignado:
“La Corte Constitucional ha sostenido en numerosas oportunidades que se configura un hecho superado cuando en el trámite de la acción sobrevienen circunstancias fácticas, que permiten concluir que la alegada vulneración o amenaza a los derechos fundamentales ha cesado. Cuando ello ocurre, se extingue el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, de tal forma que cualquier decisión al respecto resulta inocua. El hecho superado se restringe a la satisfacción por acción u omisión de lo pedido en tutela. Por ello, no depende necesariamente de consideraciones sobre la titularidad o la existencia efectiva de la vulneración de los derechos. 

“En este sentido, la sentencia SU-540 de 2007 sostuvo que: 

“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y, previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío”. 
“De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto y, de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes”.
 
Son suficientes los argumentos expuestos, para decir que las causas primigenias que dieron origen a la acción de tutela han desaparecido durante el trámite de ésta, ello por la actividad del Grupo de Asuntos Penitenciarios del INPEC, oficina que a pesar de no haber sido vinculada al presente asunto, como debió realizarse, le informó al Despacho de primer nivel que se accedió a la petición del actor y por ende se ordenó su traslado del patio 4 al pabellón ERE del EPMSC de Pereira, configurándose con ello la figura del hecho superado.   
A pesar de lo anterior, la Sala ordenará que por Secretaría se oficie tanto al señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad Local, como al Secretario del Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local, haciéndoles un llamado de atención para que en el futuro sean más diligentes frente a la remisión de las impugnaciones de los fallos de tutela, pues no es admisible que una decisión que fue tomada el 25 de agosto de 2015, notificada a las partes el 31 de ese mismo mes y año (fls. 28 a 31) y cuyos términos de ejecutoria se vencieron el 3 de septiembre de ese año (fl. 32), apenas sea remitido para su estudio dos meses y medio después, sin que exista para ello justificación alguna, desconociéndose de esa manera los términos legales y constitucionales para el trámite de las acciones de tutela  y poniendo en juego tanto los derechos fundamentales invocados por el accionante como su derecho al debido proceso.
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,
RESUELVE
PRIMERO: DECLARAR la existencia de un hecho superado, dentro de la presente acción constitucional instaurada por el señor WADIL VALLECILLAFLORIÁN en contra del INPEC, de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: ORDENAR que por Secretaría de esta Sala se oficie tanto al señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad Local, como al Secretario del Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local, haciéndoles un llamado de atención, de acuerdo a lo consignado en el aparte final de la motivación del presente fallo. 
TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y Remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Sala Novena de Revisión, Sentencia T-727 de 13 de septiembre de 2010, MP. Luis Ernesto Vargas Silva
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